
CONSULTA NUMERO 1/1995, de 16 de febrero 

SOB RE RECURSOS PROCEDENTES CONTRA 
RESOLUCIONES JUDiCIALES EN MATERJA 

DE CONDENA CONDICIONAL 

1. ANTECENDENTES 

Los hechos que motivan la Consu lta pueden resumirse del si­
guiente modo: 

En la ejecuto ri a de un proceso penal o rdinario, la Audi encia 
Provincial concedió al condenado el beneficio de la remisión con­
dicional de la pena impuesta po r plazo de dos años. 

Transcurrido d icho lapso de tiempo se incorporó a la ejecuto­
ria la hoja de antecede ntes penales del reo, comprobándose que 
en ese plazo había sido condenado en sentencia (irme por hechos 
comet idos con an teri oridad al inicio del período de suspensión. 

El Fiscal en tra nce de informar ante la Sala, y siguiendo la doc­
trina recogida sobre este extremo en la Consulta número 3/1983 
de es ta Fi scalía General , interesó la remisión defini tiva de la pena, 
al entender que la revocación del beneficio de la condena condi­
ciollal no se produce por causa de condenas judiciales sustentadas 
en hechos an teri ores él. la notificac ión de los beneficios al penado. 

La Audiencia Prov incia l se apartó del informe del Fiscal y de 
la línea man tenida hasta entonces en otras de sus resoluciones y 
acordó, por medio de aulO, dar rel evancia revoca to ria de los be­
neficios a la sentencia condena toria dictada durante el plazo de la 
suspensión por hechos anteriores. La in terp retación que lleva a 
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cabo la Audiencia Provincial del artícul o 14 de la Ley de 1908 se 
apoya e n los siguientes razonamie ntos: «el artícu lo 14 de la Ley de 
Condena Condicional de '\7 de marzo, de 1908 distingue a efectos 
de revocación del beneficio de suspensión de condena entre la 
condena por delito durante el plazo de suspensión (con indife ren­
cia de la fecha en que dicho delito fue cometido) y la comisión de 
un nuevo delito durante dicho plazo, aunque el mismo sea senten­
ciado una vez transcurrido el mismo. y en ambos casos la conse­
cuencia correspondiente es la obligación de cumplir la pena im­
puesta en la ejecutoria. En el presente caso concurre en el reo la 
primera de dichas circunstancias y deben por ello serie revocados 
los benefcios de la condena condicional, lo que no supone in ter­
pre tación con tnria al reo de lo dispuesto en la ley, sino estricto 
cumplimiento de 10 expresamente previsto en la misma, al equipa­
rar el legislador a efectos de derogación de tan excepcional bene­
ficio, a conceder por lo general discrecionalmen te po r el Tribunal 
sentenciador, no solamente la comisión de un nuevo delito en el 
plazo de prueba o confianza, sino también el hecho de que la con­
cesión se hubiera realizado no a un delincuente ocasional y espo­
rádico que merece de la sociedad una nueva oportunidad, sino a 
quien ha delinquido nuevamente, lo que hubiera dado luga r tal 
vez, de conocerse por el Tribuna l, a la denegación del beneficio.» 

La Consulta no versa sobre la eficacia o ineficacia revocatoria 
de los beneficios de la remisión condiciona l de las condenas judi­
ciales dictadas por hechos cometidos con anterioridad al plazo de 
condena condicional. Esta cues tión ya se encuentra resuelta por 
esta Fisca lía Genera l en la Consulta número 311983 (Memoria de 
la Fiscalía General del Estado de 1984, págs. 392 a 399). Se re­
cuerda ahora la vigencia de la doctrina recogida en dicha Con­
sulta, no es timándose necesaria su revisión habida cuenta, entre 
otras razones, de los términos en que dicha cuestión aparece re­
suelta en los artículos 84.1 , 85.1 y 88.4 del Proyecto de Ley Orgá­
nica de Código Penal de 1994, que refieren la revocación del be­
neficio a que e l reo de linq uiere durante e l p lazo fij ado. 

La Fiscalía consultante plantea el modo de proceder ante la in­
sistencia de la Audiencia Provincia l en mantener su discutible doc­
trina sobre la materia. 

Aun cuando la Consulta se origina por una decisión judicial re­
vocatoria del beneficio, es conveniente examinar el régimen de re-
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cursos, tanto ord inarios como extraordinarios, que proceden fren­
te a todas las resoluciones -no sólo la revocatoria de los benefi­
cios- dictadas en mate ria de remisión condicional de la pena. La 
confluencia de las normas del Código Penal (arts. 92 a 97), de la 
Ley de 17 de marzo de 1908 sobre Condena Condicional y de las 
normas generales sobre recursos con tenidas en la Ley de Enjuicia­
miento Criminal, ha originado no pocos problemas de o rden prác­
tico en la interpretación de los recUISOS procedentes. Ya en la Me­
moria de la Fisca lía del Tribunal Supremo de 197-¡ se abordó e l es­
tudio doctrinal de la institución de la remisión condicional. des­
tacándose la insuficiencia en materia de recursos y las discrepan­
cias en este punto entre los diferentes órganos jurisdiccionales, por 
lo que se terminaba postulando la necesidad de una reforma 
(igualmente hoy sentida) que, entre otros extremos. alcanzara al 
establecimiento de los recursos procedentes. 

Hasta tanto se produzca esa reforma se hace obligado un es­
fuerzo interpretativo de las normas vigentes para unificar criterios. 

U . P OSIB LE INTE RPOSICION DE RECURSO DE AMPARO 

En principio, con tra todas las resoluciones sobre condena con­
dicional cabría interponer recurso de amparo siempre que se hu­
biera agotado la vía judicial ordina ria y se apreciara infracción de 
un derecho fu ndamental de los comprendidos en el ámbito de di ­
cho recurso: artícul os 14 a 29 de la Constitución y derecho a la 
objeción de conciencia. 

Ahora bien, es doctrina const itucional recogida en las Senten­
cias 180/85, 14/88 Y 28/88, Y en los Autos 90/86 y 436/87, que no co­
rresponde al Tribunal Constitucional determinar si procede o no la 
re misión condicional de la pena, aJ tratarse de una cuestión de es­
tricta legalidad penal. 

No existe en nuestro ordenamie nto jurídico un derecho funda­
mental a la remisión condicional de la pena. El artícul o J 7 de la 
Constitución no obliga - seg(m la Sentencia 54/86 del Tribunal 
Constituciona l- a los Tribunales penales a conceder dicho benefi­
cio, aunque se cumplan los requisitos estab lecidos en el articulo 93 
del Código Penal. 

Otra cuestión es que, las resoluciones que concedan o denie­
guen el beneficio hayan de ser motivadas. Así lo exige el artícll-
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lo 92.1 del Código Penal. A es te respecto la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 224/92. de 14 de diciembre, señala que la motiva­
ción deviene en exigencia impuesta por el derecho a la rutela judi­
cia l efectiva que no puede faltar en ningún caso - tanto en la con­
cesión como en la denegación del beneficio- sin menoscabo cons­
titucionaJ. Doctrina que reite ra. entre otras la Sentencia del 
TribunaJ Constitucional 209/93, de 28 de junio. 

En el caso concreto que plantea la Fiscalía consultante la Au­
diencia Provincial acuerda la revocación del beneficio en virt ud de un 
Auto en el que motivadamente sostiene una interpretación del ar­
tículo 14 de la Ley de Condena Condicional divergente de la del Fis­
caL Dicha interpretación o implica vulneración de derecho funda­
mental en que pueda apoyarse el recurso de amparo. La tesis que 
sostIene la Audiencia no puede reputarse de irrazonable o arbitraria. 

S~ntada la premisa de la razonabilidad de taJ interpretación, es 
clara la improcedencia del recurso de amparo al ca recer la cues­
tión de alcance o contenido constitucionaL En tal sentido cabe se­
ñalar, conforme a doctrina expuesta en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 148/1994 y en el Auto del Tribunal Constitucional 
21811994, que «aunque la sentencia judicial pueda ser jurídicamen­
te errónea y constituir una infracción de ley o doctrina legal , ello 
no le da al tema transcendencia· constitucional, en cuan to que el 
artículo 24.1 de la Constitución Española según rei teradamente 
viene declarando este Tribunal no ampara el acierto de las resol u­
ciones judiciales, de modo que la selección e interpretación de la 
nonma aplicable corresponde en exclusiva a los órganos judiciales 
sin otra excepción que la de aqueUos supuestos en que la resolu ­
ción judicial sea manifiestamente infundada, arbitraria, que no po­
dría considerarse expresión del ejercicio de la justicia, sino simple 
apariencia de la misma». 

111. RECURSOS FRENTE A LAS RESOLUCIONES QUE CONCEDEN 

O DENIEGAN OISCRECJONALMErITE LA RH.flSION 

COND ICIONAL DE LA PENA IMPUESTA 

Los recursos fren te a los autos que otorgan o de niegan el be­
neficio de la remisión condicional se regulan expresamente en el 
artículo 6 de la Ley de Condena Condicional, que dispone: 
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«La !illspensió/1. de la condena se acore/ará I(ln pronlO cama sea 
[irme la senlenda y previo informe del Fiscal. eOll/m la resolución 
que se diele 110 se dará recurso alguno, salvo el que, fundado el1 

error de heeho podrá inlerponer el! cl/alquier tiempo el Minislerio 
Fiscal ante el Tribunal que otorgó In cOl/del/lI condicional». 

Tal precepto plantea una cuestión prioritaria que se erige en 
presupuesto: si el artículo 6 se refi ere a todos los Autos -tanto 
sean favorables como denegatorios de la condena condicional o, 
por contra, sólo afecta a los que oto rgan el beneficio. 

Ha sido tradicional entender q ue dicho artículo se refiere a 
ambos tipos de resoluciones. La Ci rcu lar de la Fiscalía del Tri­
bunal Supremo de 2 de abril de 1908 así lo apunta. Siguiendo el 
criterio mayoritario en la doctrina , la generalidad de los órganos 
jurisdiccionales han ve nido estimando que los autos concediendo 
o denegando el bene(icio son irrecurribles con la excepción del re­
curso fundado exclusivamente en error de hecho, a tenor del ar­
tículo 6 de la ci tada ley. 

Sin embargo, en una interpretación literal del tan repetido ar­
tícul o 6 cabría referir el mismo exclusivamen te a los autos que 
conceden la condena. El precepto comienza diciendo que «la sus­
pensión de la condena se acordará ... » y a continuación indica la 
posibi lidad de interponer recurso, fundado en error de hecho, ante 
el Tribuna l que «otorgó» la condena condicional. En ningún mo­
mento se menciona expresamente a las resoluciones denegatorias 
del beneficio. De ahí podría conclui rse que toda la norma va refe­
rida excl usivamente a las que lo conceden, rigiendo para las dene­
gatorias el régimen genérico de recursos de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal. Esta interpretación permitiría recurrir en refor­
ma y queja o en súplica, por cualquie r motivo, los autos que de­
niegan disc recionalmente el beneficio. 

Esta exégesis es, sin duda , más respetuosa con el principio del 
favor aClionü~ 

La Sentencia del Tribunal Constitucional 209/1993, de 28 de 
junio, ya apu ntó esta posible interpretación, al señalar: "Una pri­
me ra lectura a la letra de este anículo 6, podría llevar a la conclu­
sión de que únicamente es irrecurrible la resolución cn la que el 
órgano judicial concede por sí, y no ope legis, el beneficio de la re­
misión condiciona l, siendo impugnable por vía de súplica la dene-
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gación del otorgamjento. Una tal interpretación resulta plausible, 
con todos los riesgos que entraila toda interpretación a contrario 
sellsll, pero también lo es la manten ida por la Audiencia Provincial 
(Sentencia del Tribuna l Constituc iona l 224/1992), dando un tra­
tamiento homogéneo a la decisión judicial cualquiera que fuere su 
sentido ( ... ). Sin embargo, desde la perspectiva propia de este pro­
ceso basta la indiferencia de las so luciones por ser ambas razona­
bles y corresponder su elección al juzgador ... ». 

Es innegable lo sugerente que resulta la interpretación limita­
tiva del alcance del artículo 6 de la ley. De seguirse propicia una 
consecuencia favorable. Debe tenerse presente que si el arbitrio 
judicial existente en la concesión de la condena condicional no 
puede ser revisado por vía de recurso más que en los casos de 
error de hecho, con tal interpretación se permitiría la revisión de 
la facullad discrecional en la denegación del beneficio, supuesto 
éste en el que existe un mayor interés en la revisión dada la natu­
raleza eminentemente más grave de esta decisión por cuanto que 
de ella se deriva el ingreso en prisión del delincuente primario. 

No obstante, a la vista del artículo 6 de la Ley de Condena Con­
dicional, los autos denegatorios de los beneficios de la remisión con­
diciona l deben considerarse irrecurribles (salvo los casos de recurso 
fundado en error de hecho) en virtud de las razones sigu ientes: 

Un primer argumento se apoya en la interpretación gramati ­
ca l. Al leer el precepto se entiende claramente que en materia de 
condena condicional no cabe más recurso que el señalado expre­
samente en ese precepto. Es la interpretación natural . A [a con­
traria sólo se Jlega a través de demasiados vericuetos. 

En segundo lugar, conforme a la interpretación lógica, la pre­
visión de la leyes congruente dado el carácter discr ecional que tie­
ne la denegación de los beneficios pese a la concurrencia de los re­
qu isitos legales. Alguien debe decidi r - sin que su decisión pueda 
ca lificarse legalmente de más O menos acertada pues es un tema 
de discrecionalidad- y la ley quiere que ese alguien sea exclus i­
vamente el Juez que dictó la sentencia en primera instancia. Hacer 
susceptible de revisión esa decisión no tiene senlido por su ca rác­
ter disc reciona l. 

Además tal postura cuenta con el respaldo de la jurispruden­
cia. El Tribunal Supremo - Sentencia de 5 de diciembre de 1990, 

lI74 



entre otras- y el Tribunal Constituciona l han conf irmado esta te· 
sis de la inadmisibilidad de recursos, fuera del caso de erro r de he­
cho. Incluso la Sentencia del Tribunal Constitucional 20911993, an­
tes citada, pese a apuntar como constitucional la interpretación 
- facilitada por el recurrente en amparo- limitativa del artícu­
lo 6, denegó el amparo al asu mir la interpretación contraria: «en la 
perspectiva de esta proceso--argumenta la sentencia- basta la in­
diferencia de las so luciones po r ser ambas razonables y correspon~ 
der su elección al juzgador, aun cu~ndo no esté de más decir que 
a pa rti r de la promulgación de la ley prevaleció unánimemente la 
que aquí se impugna, como refleja la Circula r de la Fiscalía del Tri­
bunnl Supremo de 2 de abril de 1908 y puede comprobarse por el 
I/S IlS fori y la jurisprudencia al respecto desde entonces». La cita­
da sentencia termina denega ndo el amparo al entender que la 
omisión de la adve rtencia relati va a los eventuales recursos «no ha 
pod ido causar indefensión alguna precisamente po r no existi r otra 
vía de reclamación que al amparo constitucional». 

Conforme a esta interpretación cabe señalar que frente a los 
autos que discreciona lmente conceden o deniegan el beneficio no 
cabe recurso alguno (a rt. 6), sa lvo e l que fundado en error de he­
cho podrá interponer, en cualquier tiempo, el Fiscal, única parte 
legitimada acti vamente. 

Este monopolio de la legitimación act iva por parte del Minis­
terio Fiscal está justifi cado por tratarse de materia de ejecución de 
penas privativas de libe rtad . La const itucionalidad de ese sistema 
ha sido re(rendada por el Auto 373/1989, de 3 de julio, del Tribu­
na l Constitucional. cuya doct rina, a unque recaída en materia de 
vigilancia penitenciaria , puede se r trasladada a este ámbit o. 

El recurso sólo podrá basarse en error de hecho. entend iendo 
por tal, seglm la Circular de la Fisca lía del Tribu nal Supremo de 2 
de abril de 1908, la defectuosa observación de los elementos indis­
pensables para suspender el cumplimiento de la pena (d uración de 
la pena, ausenc ia de condenas anteriores ... ). no los que pueden ser 
atendidos o deja r de serlo sin que la letra o el espíritu de la ley se 
tuerza. Cua lqu ier ot ro motivo distinto de terminará la in admisión 
del recurso. 

El medio impugnMorio procedente en tales casos. según las 
normas generales de la Ley de Enj uiciamiento Criminal (a rts. 236 
y 787) , será el recurso de súpli ca si se trata de resolucio nes de la 
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Audiencia Provincial O (piénsese en causas contra aforados) del 
Tribunal Supremo o de un Tribunal Superior de Justicia; o el de re­
forma y ulterior queja si la decisión emana de un Juez de lo Penal. 

En todo caso, debe resaltarse que los recursos seña lados care­
cen de plazo para su interposición a tenor de la mención «en cua l­
quier tiempo» que expresamente utiliza el artícul o 6 de la ley. 

IV. RECU RSOS FRENTE A L AS RESOLUCIONES QUE CONCEDEN 

o DENIEGNAN LA REMISION CONDI CIONA L 

PO R MIN ISTER IO DE LA LEY 

Si el beneficio es procedente ~'por Ministerio de la Ley» (casos 
del artículo 94 del Código Penal), contra la decisión que otorgue o 
deniegue el mismo cabrá recurso de casación, a tenor del artícu­
lo 95 de l Código Penal, que dispone: 

«Conrra la resolución que se dicte en todos los C(IJOS (/ que se re­
fiere el artículo anterior, se dará el recurso de c:asaciÓn. >I 

Sin embargo, esta cuestión no está exenta de problemas. 
Si la decisión emana de la Audiencia Provincial, en procedi­

miento ordinario o en abreviado competencia de la Audiencia, no 
surgen dudas: procede directamente casación ante la Sala Segunda 
del Tribunal Supremo. 

Ahora bien, si la decisión proviene de un Juez de lo Penal, la 
cuestión se complica ya que la prescripción del artículo 95 se hizo 
en un momento en el que sólo las Aud iencias Provincia les dicta­
ban sentencias por delito, circunstancia que invita a reflexiona r so­
bre el grado de vigencia de esa norma. 

Las posibles interpretaciones son dispares y todas ell as están 
respaldadas por argumentos muy atend ibles. Se abre un va riopin­
to abanico de soluciones: 

a) Algunos entienden que dado que el precepto proviene de 
un momento en que los órganos judiciales unipersonales carecían 
de competencias para el enjuiciamiento de delitos, su dicción lite­
ral ha de se r corregida. Lo mismo que en ot ros preceptos (arts. 92 
Ó 94, con la única excepción del artículo 93 bis introducido con 
posterioridad) se habla exclusivamente del ,(Tribunal» y esa ex-
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presión ha de ser entendida como comprensiva de los Juzgados 
unipersonales, desde que se les atribuye ron facu llades de enjuicia­
miento de delitos, pues es evidente que también éstos deben pro­
nunciarse sobre la condena condicional , la referencia del artícu­
lo 95 al recurso de casación ha de ser actual izada con una inter­
pretación integradora y sistemática. No es lógico que se niegue 
la casación frente a la sentencia y se admita frente al auto pro­
nunciándose sobre la condena condicional. Por ello se entiende 
que contra los autos denegatorios de la condena condicional sien­
do procedente por ministerio de la ley, cabrán los recursos que 
brinda con carácter general el ordenamiento procesal contra los 
autos del Juez de lo Penal: reforma y ulterior queja (art. 787 de 
la LECr.). 

b) Aun partiendo de las mismas premisas, otros sostienen 
que el recurso procedente será el de apelación directa , al con­
siderar, apoyándose en la teleología del artículo 95, que éste 10 
que quiere es conceder frente a esos autos el mismo tipo de recur­
so que frente a la sen tencia. Y tratándose de sen tencia dictada por 
un Juzgado de lo Penal, el recurso será el de apelación. Esta tesis 
es recogida en la Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de diciem­
bre de 1990: «ha de entenderse que contra los autos que dicten es­
tos órganos unipersonales en materia de remisión condicional en 
los supuestos del artículo 94 del Código Penal, cabe el mismo re­
curso que la ley prevé respecto de la sentencia de cuya ejecución 
se trate.» 

b) No faltan quienes. partiendo de la li teralidad del artfcu-
1095 de l Código Penal, defienden la necesidad de mantener la po­
sibilidad de casación. Pero, al mismo tiempo, conjugando ese pre­
cepto con los generales del recurso de casación (arl. 848) que sólo 
prevén la casación frente a autos de la audiencia y no de un Juz­
gado, concluyen que los recursos habrán de ser el de apelación 
ante la aud iencia, con posibilidad de ulterior casación (apelación 
más posterior casación que ha admitido el Tribunal Supremo en 
algun supuesto diverso: Auto de 20 de ab ril de 1994). 

d) Por fin, la opinión más respe tuosa con la li teralidad del 
Código Penal a(irma la vigencia de la casación, sin matización al­
guna , fTente a todo tipo de resoluciones dictadas en contravención 
de lo ordenado en el artículo 94, sin atender al carácter uniperso­
nal o colegiado del órgano que la dictase. Se admitirfa así una ca-
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sación per solrum en el caso de que la reso lución provenga de un 
Juzgado de ·10 Penal. Y se argumenta diciendo que esa posibilidad 
de casación (rente a resoluciones de un Juzgado no es algo abso· 
lutamente ex travagante ell nuestro ordenamiento pues existe al· 
gún otro supuesto como el del artículo 988 de la Ley de Enjuicia· 
miento Criminal , dictado cuando ya los Juzgados de Instrucción 
tenían facultades para el enju iciamiento. Además, se aduce, en las 
sucesivas reformas del Código Penal. pasando por el tex to refun· 
di do de 1973 (cuando ya los Juzgados de Instrucción enjuiciaban 
del itos) no se ha modificado el precepto. En esta línca la Senten· 
cia del Tribunal Supremo de 12 de agosto de 1993 admitió la im· 
pugnación directa en casación (rente a la decisión de l Juzgado de 
lo Penal de denegación de los beneficios de la remisión condicio­
nal en el supuesto de l <lrtículo 94 del Código Penal. Aunque es jus· 
to reconocer que el valor de este precedente es muy relativo por 
cuanto, como se explica en su primer fu nda mento de derecho, la 
decisión ve nía condicionada por la expresamente reconocida nece­
sidad de dar una respuesta rápida al recurrente en si tuación de 
prisión. 

La cuestión es. desde luego, problemática. Pero resulta lo más 
procedente acoger la solución propiciada en este punto por la ci· 
tada Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 1990. 
que sost iene que la ley concede el mismo recurso que prevé con· 
lfa la sen tencia que se está ejecutando. Se trata, en definitiva, de l 
pron unciamiento más claro en esta ma teria del Alto Tribunal. 
Además. se evita el absu rdo de conceder casación frente al auto 
de condena condicional y no frcnte a la sen tencia. De otra parte, 
en el Anteproyecto de Ley Orgánica de Código Penal de 1994 no 
se contiene refe rencia alguna al recurso de casación en estos su· 
puestos. Por o tro lado, no se opone a esta solución el argumento 
de que existe casación directa en el supuesto del art fcu lo 988 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. Dicho precepto se refiere expre­
samente a los autos que dicte «e l Jucz o Tribunal ... La nonna se in· 
lI"ouuce en la rerorma de 8 de <lbri l de J 967, momento en el cual 
los Juzgados unipersonales era n competentes p"ra enjuiciar deli~ 
tos. Finalmente la admisión de la casación contra autos de los Juz­
gados en este supuesto tiene razón de ser en cuanlO que el auto de 
refundición puede afectar a condenas impuestas en causas ante· 
riores falladas por la Audiencia. 
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Por consiguien te, cabrá directamente recurso de apelación 
cuando el au to provenga de un Juez de lo Penal en la ejecutoria de 
un procedi miento abrev iado o de un Juez de Instrucción o de Paz 
o de Menores en juicio de faltas. 

Si el auto se dicta por la Audiencia Provincial en la ejecutoria 
de un procedimiento abreviado de su competencia o de un suma­
rio (Sentencia de l Tribunal Supremo de 7 de diciembre de 1994) o 
por el Tribunal Superior de Justicia en causa con tra aforados, pro­
cederá, al igual que frente a la sentencia, recu rso de casación. 

Por últ imo, si el auto fue dictado por la Sala Segunda del Tri­
bunal Supremo en causa con tra aforados, siguiendo dicho cri terio 
jurisprudencial, debe negarse la posibil idad de recurso en tanto 
que éste no cabe contra la sen tencia. 

V. RecuRsos FH ENTE A LOS AUTOS DE REMIS ION DEFINITIVA 

La Ley de Condena Condicional no menciona en su artícu­
lo 15 el recurso procedente frente a esta resolución, por lo que de­
bemos acudir a las normas gene rales de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal , según las cuales si el au lO de remisión defini tiva se dicta 
por un órgano unipersonal procederá reforma y queja, y si la deci­
sión proviene de un órgano colegiado el recurso pertinente es el 
de súplica. 

VI. R ECU RSOS FRENTE A LAS R ESOLUCIONES QUE REVOCAN LOS 

BENEFICIOS DE LA HEMISION CONDICIONAL 

Hemos de distinguir según la causa que motiva la revocación 
del beneficio. 

En los supuestos recogidos en los artículos S a 10 de la ley. es 
decir, cuando la revocación procede por la incomparecencia injus­
tificada de l reo a la segunda citación encaminada a notificarle los 
beneficios concedidos -art. S--o por el cambio de residencia no 
comunicado oportunamente al Juez cOll1peten te~a rts. 9 y 10--. la 
ley seilala que podní el interesado acudir frente a dichas resolu­
ciones al propio Tribunal sentenciador «que n:solverá sin ul terior 
recurso». De ahí se desprende la procedencia del recurso de refor-
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ma, sin ulterior queja. o de súplica-según la decisión provenga de 
un Juzgado o de un Tribunal-. El interesado puede solicitar la re· 
vocación de la resolución por sí mismo, sin precisar de la inlerven· 
ción de abogado y procurador. 

En los a iras supuestos de revocación de los bencfcios, ya sea 
por abandono del tratamiento de des habituación en los casos de l 
artículo 93 bis del Código Penal o por haber cometido el sometido 
a condena condicional un nuevo delito en el plazo fijado de sus· 
pensión -arl. 14 de la ley- o nada se señala expresamente en la 
ley respecto de los posibles recursos. Esto lleva a entender que 
debe acudirse a las normas generales de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal (arts. 236 y 787) pa ra admitir recurso de refonna y ulte­
rior queja si la reso lución se dictó por órgano unipersonal o de sú­
plica frente a decisiones de órganos colegiados. 

Aun cuando contra el auto resolutorio de la súpl ic<l no procede 
posterio r recurso de casación, sin embargo, existe un <lisIado prece­
dente en el que frente al Auto de la Audiencia Provincial revoca­
torio de los benefitcios por la comisión de nuevo delito no sólo se 
interpuso recurso de súplica sino que, posteriormente, se admitió el 
recurso de casación dando así lugar a la Sente ncia del Tribunal Su­
premo de 17 de noviembre de 1969. En aquel recurso no consta 
que el Fiscal o la Sal a se cuest ionaran la improcedencia de la casa­
ción, no prevista en estos casos por el legislador y por tanto exclui­
da conforme a lo establecido en el artículo 848 de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal. En es te mismo sentido cabe señalar que el Tri­
bunal Supremo ha manifeslado reit eradamente - Autos del 
Tribunal Supremo de 5 de julio de 1991 y 23 de octubre de 1992, 
entre otros- que no cabe recurso de casación contra los Autos dic­
tados por las audiencias en ejecución de sentencia. salvo los su­
puestos expresamente previslOs en la ley --en lo que ahora nos im­
porta los casos del art. 95 del CP, ya examinados. y no otros. 

V II. R ECURSOS CON"I KA LAS RESOLUCIONES DlerADAS EN 

MATERI A DE CONDENA CONDICIONA L EN LOS 

J UICIOS DE FALTAS 

L.as previsiones que en materia de recursos se recogen en los 
artícu los 6 de la Ley de Condena Condicional y 95 del Código Pe~ 
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nal son también aplicables, en la íorma que se ha expuesto líneas 
atrás, a las resoluciones dictadas en los juicios de fallas por Jue­
ces de Inst rucción, de Paz o de Menores (en los casos del art 584 
del CP). 

Ahora bien, cuando ante la falta de previsión especínca haya 
de acudirse supletoriamente a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Para determinar el recurso procedente, se plantea si debe efec­
tuarsela remisión a las normas generales del Libro I de la Ley 
Procesal (a r[s. 216 y Ss.) o si debe ncudirse a las normas de recur­
sos del procedimiento abreviado (arl. 787). Esta última solución 
cuenta con un apoyo argumen tal: el artículo 976 de la Ley de En­
juiciamiento Criminal (redactado por la Ley 10/1992, de 30 de 
abril) al regular la apelación con tra sentencias en el juicio de fal­
tas se remite para su forma lización y tramitac ión al recurso de 
apelación del procedimie nto abre viado, de lo que cabe inferir que 
el resto de los recursos del juicio de faltas, contra providencias o 
autos. también ha de segui r las no rmas genéricas de los recursos 
en el procedimiento abreviado. La omisión del legislador no se 
debe seguramente a que, cuando se trate de providencias o Hutos, 
pretenda que la remisión se haga -a diferencia de si se tratan. de 
sentencias- a las normas del procedimiento ordinario, sino a la 
conceptuación del juicio de raltas como un procedimiento en el 
que no existe fase de instrucción ni fase intermedia y sí sólo juicio 
oral. lo que le lleva a regu lar el recurso [rente a la sentencia y no 
contra ot ras resoluciones, autos o prov idencias, que la praxis se ha 
encargado de demostrnr que se dan frecuentemente en estos pro­
cedimientos. 

En todo caso, la cuestión, en esta materia de condena condi­
cional , es más teórica que práctica pues, ya se efectúe la remisión 
~Ii ordinario o al abreviado, cabrá interponer recu rso de reforma y 
ulterior de queja, al no hallarse previsto en ninguno de ta les pro­
cedimientos el recurso de apelación con tra las decisiones en mate­
ria de remisión condiciona l. 

CONCLUSIONES 

1.0 La disparidad en la interpretación del alcance del artícu­
lo 14 de 1,1 Ley de Condena Condicional es una cues tión de estric-
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ta legalidad ordinaria sin relevancia constitucional , excluida en 
principio del recurso de amparo. 

2.H Contra los aUlaS que. conceden o deniegan discreciona l­
mente el beneficio de la condena condicional no cabe recurso al­
guno, a excepción del recu rso de súplica o, si se trata de órgano 
unipersonal. de reforma y ulterior queja , siempre que, en todo 
caso, se funden en error de hecho o defectuosa observación de los 
elementos imprescindibles para otorgar el beneficio. La legitima­
ción para recurrir co rresponde en exclusiva al Min isteri o Fisca l. 

3.a Contra los autos que conceden o deniegan el beneficio 
por ministerio de la ley, cabrá el mismo recurso que la ley prevé 
respecto de la sen tencia de cuya ejecución se trate. 

4.11 La revocación de los beneficios en casos de incompare­
cencia injustificada del reo o de cambio de residencia no comu­
nicado puede ser recurrida. sin necesidad de requisitos de postula­
ción, en reforma o súplica. 

5." Si la revocación proviene de la comisión de un nuevo de­
lito o del abandono del tratamiento de deshabituación, procederá 
recurrir en súpüca o reforma y ulterior queja. 

Igual régimen de recursos procede cuando se trata de au tos 
concediendo la remisión definitiva. 
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